CORDOBA, 15 de marzo de 2022
AL 

DIRECTOR DEL

ESTABLECIMIENTO “…..”. Nº …..
“………….” 

Dr. …………………… 

P  R  E  S  E  N  T  E

El que suscribe, …………………..….., D.N.I. Nº ……………..,  con domicilio real sito en calle N N Nº 0000 de ésta ciudad capital, quien desempeña el cargo de ............................................., tiene el agrado de dirigirse a Ud. a efectos poner de manifiesto que por ser practicante de la fe religiosa de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, me pueda ser considerada la posibilidad de no prestar servicios laborales desde la puesta de sol del viernes hasta su correspondiente del sábado, estando dispuesto a ser cambiado de tareas, cubrir cualquier otro turno que los compañeros ordinariamente no desean y/o como compensación trabajar horas extras sin percibir ningún adicional por ello.

Fundo mi petición en los siguientes argumentos religiosos, espirituales, normativos y jurisprudenciales:

La fe adventista tiene su correlato en la historia de nuestros próceres de mayo, entre los cuales Francisco Ramos Mejía (Regidor del Cabildo de 1810) padeció la incomprensión de sus días, debido a su observancia del sábado y del respeto por los pueblos originarios (pampas) que abrazaron su fe en 1821.  La Iglesia Adventista del Séptimo Día, presente formalmente en el país desde fines del siglo XIX, es una comunidad cristiana que observa el descanso semanal los días sábado. Los adventistas como los judíos creemos que el sábado fue dado por Dios en la creación y honrado por Cristo durante toda su vida. Por ello, guardamos ese día según, como entendemos, lo establece la Biblia en Génesis 2:2-3, Éxodo 20:8-11, Lucas 4:16 y en muchos otros documentos del patrimonio cristiano. Nuestro propio nombre nos recuerda que el descanso semanal es un tema inherente a nuestra cosmovisión y que el sábado es un día apartado para el desarrollo del vínculo sagrado entre el Creador y la familia humana. Entendemos que el descanso semanal enriquece y fortalece  de  forma única los vínculos de los miembros de la familia y de esta con su Dios.  Una práctica que es de público conocimiento, compartimos con la comunidad judía argentina y la DAIA.
Adhiriendo a las libertades de conciencia y religiosa que sostiene la Iglesia Adventista del Séptimo Día, y a profesar sus preceptos con la convicción íntima de respetar los Mandamientos tal como se consignan en la Biblia cristiana, en este caso puntual, el situado en el Libro de Éxodo, Capítulo 20 Versículos 8 al 11 que textualmente reza: “Acuérdate del día Sábado para santificarlo. Seis días trabajarás y harás toda tu obra; más el Sábado es reposo para Jehová tu Dios; no hagas en el obra alguna, tú, ni tu hijo, ni tu hija, ni tu siervo, ni tu criada, ni tu bestia, ni tu extranjero que está dentro de tus puertas. Porque en seis días hizo Jehová los cielos y la tierra, el mar y todas las cosas que en ellos hay, y reposó en el séptimo día; por tanto Jehová bendijo el día Sábado y lo santificó.”
En el plano de los Derechos Humanos Universales, que incluyen la libertad de religión y de conciencia, incluyendo los derechos de las comunidades religiosas dentro de la sociedad, se deriva de la libertad de las personas ante Dios, y se origina en ella.  Como cristianos y judíos, encontramos las raíces religiosas de ese respeto en la dignidad de todas las personas, creadas "a imagen y semejanza de Dios" (GÉNESIS CAPÍTULO 1 VERSÍCULO 26). La libertad religiosa se realiza a través del ejercicio de derechos específicos. Entre ellos: la libertad de culto, la libertad de manifestar públicamente las propias creencias y la práctica de su religión, la libertad de las comunidades religiosas para organizarse y conducir sus asuntos sin interferencias, el derecho de mostrar las implicancias que tienen las propias creencias para la sociedad, el derecho de llevar a cabo reuniones, y el derecho de fundar organizaciones educativas, de caridad, culturales y sociales, de acuerdo con la orientación religiosa de la propia tradición religiosa.

La petición que realizó halla su debido respaldo en todo el plexo normativo vigente en nuestro país y cruza transversalmente todas las jerarquías. A saber:

A) NORMAS DE JERARQUÍA CONSTITUCIONAL. EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD:

El Art. 75 inc. 22 de nuestra Constitución Nacional le otorga jerarquía constitucional a determinados Tratados de Derechos Humanos. Entre ellos receptan el derecho invocado:
a.1) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:

El Art. 2 Inc. 1 dispone “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.”.-

En particular el Art. 18 prevé  en su Inc. 1 “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza” El Inc. 2 por su parte indica “Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección”.-

Adviértase que existe en nuestro país la libertad entonces de profesar libremente la religión que cada persona elige. Ese derecho no puede ser menoscabado por ninguna norma de jerarquía inferior a las desarrolladas ut supra.

a.2) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales:

En su Art. 7 manda “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores: i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo igual; ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a las disposiciones del presente Pacto;

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores de tiempo de servicio y capacidad;

d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los días festivos.”.

De la interpretación en conjunto de las normas previstas en ambas Convenciones puede a priori extraerse una primera conclusión: la actitud del empleador no puede impedir al actor ejercer armónicamente los derechos previamente desarrollados.

B) NORMAS DE JERARQUÍA SUPRALEGAL:

b.1) Declaración sobre la Eliminación de todas las formas de intolerancia y discriminación fundadas en la Religión o en las Convicciones:

La mencionada norma indica de manera categórica en su Artículo 2 que: “1. Nadie será objeto de discriminación por motivos de religión o convicciones por parte de ningún Estado, institución, grupo de personas o particulares. 2. A los efectos de la presente Declaración, se entiende por "intolerancia y discriminación basadas en la religión o las convicciones" toda distinción, exclusión, restricción o preferencia fundada en la religión o en las convicciones y cuyo fin o efecto sea la abolición o el menoscabo del reconocimiento, el goce o el ejercicio en pie de igualdad de los derechos humanos y las libertades fundamentales.”.

b.2) Convenio N°111 OIT:

En relación al derecho laboral, entiende en su Artículo 1 que:  “1. A los efectos de este Convenio, el término [ discriminación ] comprende: a) cualquier distinción, exclusión o preferencia basada en motivos de raza, color, sexo, religión, opinión política, ascendencia nacional u origen social que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo y la ocupación; b) cualquier otra distinción, exclusión o preferencia que tenga por efecto anular o alterar la igualdad de oportunidades o de trato en el empleo u ocupación que podrá ser especificada por el Miembro interesado previa consulta con las organizaciones representativas de empleadores y de trabajadores, cuando dichas organizaciones existan, y con otros organismos apropiados.”.

b.3) Declaración Sociolaboral del Mercosur:
Manda en su Art. 1 “Todo trabajador tiene garantizada la igualdad efectiva de derechos, tratamiento y oportunidad en el empleo y ocupación, sin distinción o exclusión por motivo de raza, origen nacional, color, sexo u orientación sexual, edad, credo, opinión política o sindical, ideológica, posición económica o cualquier otra condición social o familiar, en conformidad con la disposiciones legales vigentes.”.
C) NORMAS NACIONALES:

c.1) Ley Contrato de Trabajo N°20.744:

El Art. 17 de dicho régimen reza: “Se prohíbe cualquier tipo de discriminación entre los trabajadores por motivos de sexo, raza, nacionalidad, religiosos, políticos, gremiales o de edad”.

Por su parte, manda el Art. 81: “El empleador debe dispensar a todos los trabajadores igual trato en identidad de situaciones. Se considerará que existe trato desigual cuando se produzcan discriminaciones arbitrarias fundadas en razones de sexo, religión o raza, pero no cuando el diferente tratamiento responda a principios de bien común, como el que se sustente en la mayor eficacia, laboriosidad o contracción a sus tareas por parte del trabajador”.

Coincidimos en esto con el Dr. Julio A. Grisolía
 cuando entiende que el interés protegido por estas normas no es económico, sino moral. El principio (deber de no discriminar) en juego es el que establece que el ser humano debe ser tratado de acuerdo con los méritos personales y no según su pertenencia a un grupo objeto de perjuicio; el trabajador no debe ser víctima de discriminación en el trabajo por meras antipatías personales u otros motivos arbitrarios ajenos a la prestación de servicio.

c.2) Ley 23.592. Actos Discriminatorios:

Señala en su Art. 1 que “Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional, será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin efecto el acto discriminatorio o cesar en su realización y a reparar el daño moral y material ocasionados. A los efectos del presente artículo se considerarán particularmente los actos u omisiones discriminatorios determinados por motivos tales como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos”.
Como podrá advertirse en la reseña normativa realizada, el objeto de protección de la tutela normativa de la Libertad Religiosa, esto es, la relevancia que el Estado otorga al sentimiento religioso de sus ciudadanos, comprende no sólo una perspectiva colectiva -no en vano se entiende genéricamente al fenómeno religioso como un bien social-, sino que también afecta a la perspectiva individual.
De la interpretación conjunta y armónica de los tratados internacionales, se deriva un marco normativo protectorio de la igual dignidad de las personas humanas; de tal modo que se garantiza la igualdad ante la ley, se protege contra la discriminación; se promueve la educación para la tolerancia y convivencia; y se tutelan especialmente los derechos de las minorías.

Asimismo, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que la defensa de los sentimientos religiosos forma parte del sistema pluralista que en materia de cultos adoptó la Constitución Nacional en su art. 14. (sent. del 7 de julio de 1992 - La Ley, 1992-C, 543- ). En este orden, nuestros tribunales han entendido que "el derecho de profesar las creencias religiosas supone, a su vez, el derecho de que otros respeten las creencias y, en particular, los sentimientos religiosos de los grupos mayoritarios y, en especial, de los sectores minoritarios en el marco de una sociedad pluralista y tolerante” (Cámara de Apelaciones en lo Contencioso administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires Sanchez Sorondo, José A. c. Ciudad de Buenos Aires – sent del 13 de enero de 2005 -  LA LEY 2005-C, 712 - ).  

A su vez la Asociación Argentina de los Adventistas del Séptimo Día como organismo legal de la Iglesia Adventista del Séptimo Día en la República Argentina (Registro Nacional de Culto Nº 6)   ha solicitado y obtenido nuevo dictamen favorable 24 de agosto de 1987, en el expediente Nº 34.337-87, por Resolución Nº 1325 del Ministerio de Educación y Justicia de la Nación se acordara la EXIMISIÖN de tareas escolares para sus numerosos estudiantes en el ámbito nacional. 

Por lo expuesto, quiero solicitar al _______________________ (cargo del destinatario):
Como _______________________ (cargo del peticionante), en calidad de adherente de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, solicito al Señor Director, que en honra al instituto de libertad religiosa, justifique la inasistencia del que suscribe, desde la puesta de sol del viernes hasta su correspondiente el sábado y/o establezca una "prestación alternativa" o "acomodación razonable" fundada en todo ordenamiento religioso y legal que garantizan el goce del derecho a vivir su vida religiosa sin obstáculos y en paz.

A la espera de una resolución afirmativa, aprovecha la oportunidad de saludar al señor ____________ (cargo del destinatario) con la mayor consideración y respeto. 

Nombre y firma

(Peticionante)

� Tratado de Derecho Laboral, Tomo I, Abeledo Perrot, Buenos Aires 2011.-





